Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 50 minutos) 


SEÑORA PEREIRA.- Quisiera hacer una aclaración con respecto al literal c) del artículo 7? que el señor Gilmet nos hizo llegar por 
e-mail, aunque desconozco si todos cuentan con una copia. En ese documento, al final del inciso -en virtud de lo que habíamos 
hablado en anterior oportunidad con respecto al impacto ambiental- se dice que cuando corresponda se exigirá previamente a las 
autorizaciones precedentes, el estudio de impacto ambiental y territorial, de acuerdo con la legislación nacional y departamental. Al 
respecto, quiero hacerles llegar otra redacción que diría: "Todo ello sin perjuicio de los correspondientes estudios de impacto 
ambiental, cuando la norma o la autoridad competente lo establezca. Requiriéndose en tales casos las autorizaciones ambientales 
pertinentes de acuerdo a la norma vigente, previo otorgamiento de cualquier tipo de permiso de los enunciados en el presente 
artículo". 


Era cuanto quería manifestar. 


Ante una duda que me plantea el señor Vázquez Dendi, quiero aclarar que no sería para cualquier permiso, sino siempre y cuando 
la norma lo establezca. Digo esto porque en una oportunidad anterior solamente se preveía en el caso del permiso de localización 
de uso del suelo para actividades medias, ante un estudio territorial y departamental, cuando corresponda. En este caso, repito, no 
establezco cuándo corresponde sino que lo dejo librado a la autoridad competente o a la norma. Entiendo que perfectamente se 
puede dar en cualquiera de estos permisos la necesidad de un estudio de impacto ambiental previo. Por ello considero que antes 
de darse un permiso debe verificarse si se autoriza o no el estudio de un impacto ambiental. Perfectamente ante un permiso de 
construcción se puede necesitar autorización ambiental; lo mismo sucede con un fraccionamiento, etcétera. 


SEÑOR GILMET.- Estamos de acuerdo con la propuesta con la señora Pereira, ya que consideramos que se trata de una 
redacción alternativa más precisa, por lo que le solicitaríamos el texto para incorporarla. 


SEÑOR SIENRA.- He recibido el material por e-mail, pero aún no he tenido tiempo de leerlo, por lo que los comentarios pertinentes 
los haré el próximo lunes. 


SEÑOR GILMET.- Con respecto a la pregunta del señor Acuña, en la sesión pasada acordamos continuar con el tratamiento del 
articulado hasta el artículo 11 del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, a los efectos de enviar un informe sobre el mismo 
a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 


Por otro lado, aún no hemos terminado el estudio del Capítulo 4” "Límites del Poder Discrecional" -aclaro que me refiero a la 
numeración del Mensaje del Poder Ejecutivo- que incluye el artículo acerca de obligatoriedad, cumplimiento de los planes y demás 
reglas de Derecho, actividad administrativa, derechos de propiedad y obras públicas. Por su parte, el artículo 11, que refiere a las 
competencias, ya está reubicado en el Capítulo anterior "Distribución de Competencia". 


Quisiera agregar que, desde nuestro punto de vista, a partir de una lectura rápida de estos artículos surge que más allá de los 
ajustes y otras modificaciones que se han introducido -relativas a aspectos de redacción- coincidimos a grandes rasgos con su 
contenido. No obstante ello, no llegamos a comprender cabalmente el significado del título de este Capítulo 4”: "Límites del Poder 
Discrecional". De todos modos, no nos hemos planteado un título alternativo, dado que el poder es discrecional y cuando deja de 
serlo, pasa a tener un carácter arbitrario, es decir, se cae en la arbitrariedad. Sin embargo, no llegamos a comprender cuáles son 
los límites ni el sentido de este título del Capítulo con relación a su contenido. 


SEÑOR VAZQUEZ..- En realidad, me abstengo de opinar sobre el tema porque la redacción pertenece al propio doctor Leiz, quien 
en determinado momento fue profesor agregado de Derecho Administrativo, tiene una tesis sobre el tema y, en consecuencia, debe 
tener fundamentos serios de por qué tituló esto de esa manera. Creo que es un concepto -este sí es un aporte personal y limitado- 
bastante natural, el de que el administrador siempre tiene límites y no puede hacer todo lo que quiere, sino lo que está dentro del 
ámbito de su competencia, del órgano del cual en ese momento es titular. A su vez, la competencia va surgiendo de toda la 
pirámide normativa, desde la Constitución, las leyes, los decretos y las resoluciones, algunas de las cuales las podrá modificar el 
mismo titular del órgano. De todos modos, siempre es un poder discrecional en el ámbito que le ha marcado la norma, más o 
menos general, ya sea el decreto respecto a una materia determinada, o la ley, pero siempre hay espacios en los cuales el 
administrador se puede mover dentro de una gama de matices dentro de las resoluciones que tome. Siempre va a tener límites. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quisiera saber si en el proyecto de ley alternativo que envió la Dirección de Ordenamiento está incluido este 
Capítulo. 


SEÑOR GILMET.- En lo personal dispongo de una copia y está incluido con la modificación de que el artículo 11 está ahora ubicado 
donde debía, o sea, en el Capítulo anterior referido a la distribución de competencias. A su vez, aparece un nuevo artículo 11 
referido a objetivos y previsiones. 


SEÑOR SIENRA.- En relación con este punto tengo bastante claro que todo administrador, ya sea que tenga un cargo político o un 
cargo en la pirámide burocrática administrativa, tiene que actuar de acuerdo a lo que establecen las normas y, obviamente, como 
las normas no pueden prever todo, siempre hay un margen de discrecionalidad en la aplicación de las mismas. Dicho margen 
existe en cualquier área y los ciudadanos, si se sienten afectados por esa discrecionalidad, tienen mecanismos para hacer rever las 
resoluciones o resarcirse. En ese tipo de mecanismos, esto no está incluido. Yo creo que aquí hay una mezcla de cosas. Una de 
ellas refiere a la obligatoriedad y refiere a los límites del poder discrecional y, a su vez, el artículo 6% habla de la obligatoriedad. No 
lo comprendo y quisiera saber si es obligatorio usar poder discrecional. También se menciona que hay que funcionar, en el área del 
ordenamiento del territorio, de acuerdo con las normas; esto no es ninguna novedad porque en todas las áreas del Derecho y del 
accionar administrativo hay que actuar dentro del marco legal que lo encauza. Quiere decir que no estamos agregando 


absolutamente nada. Asimismo, el artículo 7% habla del cumplimiento de planes y demás reglas de Derecho, y es exactamente lo 
mismo. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Sucede que la norma se está refiriendo a todos los ciudadanos de la República. Entonces, una diferencia 
esencial entre el administrador y el ciudadano es que este último, persona física, puede hacer todo lo que se le ocurra en la medida 
en que no lesione el derecho de los demás o no sea una conducta prohibida. En cambio, el administrador no puede hacer todo lo 
que se le ocurra, sino que tiene que actuar dentro de un determinado marco que es el de sus competencias. Pienso que cuando 
aquí se refiere a la obligatoriedad de las normas lo hace en el sentido de las normas territoriales respecto a todos los ciudadanos. A 
partir de la aprobación de esta ley, cualquier ciudadano no puede hacer lo que se le antoje en relación con el territorio, sino que 
tiene que actuar cumpliendo este marco. 


SEÑOR SIENRA.- Hoy en día tampoco ningún ciudadano puede hacer lo que se le dé la gana, actuando dentro de las normas. De 
todas maneras, en materia de territorios, en tributos y en otros aspectos que hacen a nuestro país, todos sabemos que no se 
cumplen en su totalidad y, a veces, ni siquiera el Estado hace un esfuerzo importante para hacerlos cumplir. A nivel del territorio 
también sucede eso y no se arregla diciendo simplemente que hay que cumplir las reglas. 


En consecuencia, creo que este punto está mal ubicado en el proyecto de ley porque las normas referidas al ordenamiento del 
territorio son para que las cumplan todos los ciudadanos, aspecto que aquí no queda claro. Esto está referido, incluso, a las 
empresas, personas y entes públicos. Lo mismo sucede con los planes que forman parte del dispositivo. Una vez que un plan es 
aprobado de acuerdo a los mecanismos que se le exigen para su aprobación, forma parte del marco normativo y de referencia y 
todo el mundo lo tiene que cumplir. 


Creo que en todas las áreas de la actividad nacional, si un ciudadano cumple con las exigencias que le marcan las normas para 
funcionar en lo que quiera, la Administración está obligada a otorgarle permiso. Entonces, creo que es absurdo que pongamos en 
un artículo esa referencia porque es lo normal. Si yo cumplo con mis obligaciones el Estado me tiene que decir que sí; no me 
puede decir que no. Esto referido a todas las actividades, incluyendo obviamente las que hoy estamos analizando. 


De todas maneras voy a volver a hacer un comentario en función de cómo quedaron los anteriores artículos en la redacción que 
desgraciadamente no he tenido oportunidad de leer antes por lo que pido disculpas. Sí entiendo que el artículo 9% de la propuesta 
del Poder Ejecutivo que dice "Derecho de propiedad" no tiene nada que ver con lo que estábamos hablando que refería a límites 
del poder discrecional y no sé por qué está incluido aquí. Reitero que estos dos aspectos no tienen nada que ver y, además, este 
artículo tiene una serie de problemas que son tremendamente importantes, razón por la cual los voy a volver a resaltar. Aquí se 
establece que el goce del derecho de propiedad inmobiliario se ejercerá conforme a las reglas de Derecho, especialmente según 
las contenidas en las disposiciones de esta ley y en los planes de ordenamiento territorial, así como las normas nacionales y 
departamentales aplicables. Acá no estamos agregando nada. En realidad, el país desde toda la historia y heredando las normas 
de las Leyes de Indias y demás, ha usado e impuesto una cantidad de límites en el uso de la construcción, en la urbanización, 
etcétera, de la tierra. En consecuencia, no hay muchas novedades en este aspecto, porque el marco legal ya lo menciona. 


Después empiezan otros problemas que no comprendo. Se dice que el ejercicio del derecho a construir por parte de cualquier 
persona, pública o privada, física o jurídica, está condicionado a la obtención del acto administrativo de autorización respectiva, 
permiso de construcción, con excepción de la vivienda del productor agropecuario y aquellas construcciones directamente 
afectadas a la actividad agropecuaria primaria. 


En realidad, creo que esto no está claramente redactado. Así es como funciona el país en la actualidad, salvo por el hecho de que 
aquí se extiende a todo el territorio, que hoy no se está dando. En la última parte se dice que es con excepción de la vivienda del 
productor agropecuario y de aquellas construcciones directamente afectadas a la actividad agropecuaria. Acá se olvidaron de decir 
que esto rige en el área rural. Entonces, tal como está redactado, se aplica a todo el territorio del país, inclusive a las áreas urbanas 
donde hay producción agropecuaria. Existen predios en explotación agropecuaria que no están incluidos en las normativas de uso 
y de construcción, que es muy grave y peligroso porque esto, tal como está escrito, habilitaría, por ejemplo, a criar cerdos o gallinas 
en áreas urbanas. En realidad, se refiere a las construcciones directamente afectadas a la actividad agropecuaria primaria; dicho 
sea de paso, no sabía que había actividad agropecuaria primaria, secundaria y terciaria. Técnicamente, no se podría elaborar un 
texto como este. 


Más adelante se expresa: "Asimismo, toda modificación predial deberá ser previamente autorizada por el Gobierno Departamental." 
Como ustedes sabrán, cuando hablamos de Gobierno Departamental, nos estamos refiriendo a un acto complejo de Gobierno: 
Intendente y Junta Departamental. Pero la parte administrativa funciona vía Intendente, o sea que no es un acto complejo de 
Gobierno, por lo que tampoco se podría escribir de esta manera; esto está mal. Las Juntas Departamentales no tienen facultades 
administrativas para otorgar permisos. 


El señor Vázquez dijo que quien escribió esto es profesor de Derecho Administrativo... 
(Interrupciones) 


Más adelante, hay una parte que me parece sumamente grave. Me refiero a la que dice que la determinación de los usos de suelos 
y las zonificaciones previstas en los planes de ordenamiento territorial no confieren a los propietarios derecho de indemnización 
alguna, según el artículo 32 de la Constitución de la República. Y agrega que, no obstante, en caso de lesión particular a uno o más 
inmuebles concretos, como el caso de prohibiciones de edificar, los planes deberán prever las indemnizaciones correspondientes a 
través de la aplicación de mecanismos de reparto de los mayores valores de los inmuebles beneficiados por la planificación, según 
lo prevé la reglamentación, o su expropiación por causa de utilidad pública. A este respecto, existen varias cosas muy graves. La 
primera es que no es posible que si no se permite edificar en un predio, dicho predio tenga que ser compensado, porque hay otros 
usos posibles para los predios y no sólo la construcción. Es más; en un país agropecuario como lo es el nuestro es difícil que todos 
los predios terminen siendo urbanos, máxime con la poca cantidad de población que tenemos, a pesar de que aun en países con 
mucha población tampoco es lógico prever que el destino final de cualquier predio sea formar parte de una urbanización. Por lo 
tanto, no se puede decir que si no se edifica tiene que ser indemnizado. Esta es una ampliación enorme y, además, es 
contradictorio con lo anterior, que dice que si el plan impone algo, no lo tiene que compensar. Esto está mal redactado, y no me doy 
cuenta qué idea prima, si es la de que hay o la de que no hay que compensar. Pero además, como leí, se hace referencia a 


mecanismos de reparto de los mayores valores de los inmuebles beneficiados por la planificación. ¿Cuáles son estos mecanismos? 
Pregunto esto porque este proyecto de ley no los incluye. Es más; acá se está dispuesto a lo que prevé la reglamentación. 


En resumen, este proyecto de ley pretende que se cobren impuestos, tributos -o como se le quiera llamar- a los propietarios de 
determinados predios cuyo valor haya sido elevado por la planificación, sin que haya una norma legal que diga cuál es ese tributo 
que se va a aplicar. Esto es imposible; es absolutamente indecente siquiera plantearlo. La gente tiene que tener un marco jurídico 
claro que diga cómo van a ser afectadas sus propiedades. Creo que no se puede cobrar por esto a nadie; estoy seguro de que la 
Justicia no va a permitir que se cobre a alguien si no está previsto el tributo detalladamente. Tampoco puede quedar sujeto a la 
reglamentación. 


SEÑOR VAZQUEZ.- El propio señor Sienra ha planteado en otras oportunidades que hay que capturar la plusvalía que produce la 
planificación. Por lo tanto, me parece que su idea es coincidente con la de quien elaboró el texto. Cómo se instrumenta o cómo se 
legaliza, es otro tema. 


SEÑOR SIENRA.- Pienso que hay una diferencia abismal. Yo planteé que había que crear tales mecanismos, y todavía dije que 
son impuestos y que se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Creo que lo que figura aquí no es iniciativa suficiente como para 
crear esos impuestos. No se puede crear un impuesto mediante reglamentación; eso requiere iniciativa del Poder Ejecutivo y el 
impuesto debe estar creado en la ley. Entonces, no se puede plantear una obligación al Estado -estamos hablando del poder 
nacional y de los poderes departamentales- en el sentido de que tiene que compensar la diferencia de valor con un mecanismo que 
no existe. Por supuesto que lo planteé, y para mí este es uno de los puntos claves de esta ley: crear los mecanismos para capturar 
el valor que le agrega al predio la planificación, cuando ésta sobrepasa determinados límites. Pero este punto clave debe tener un 
mecanismo concreto, que será el que propuse o podrá ser otro. No soy el dueño de la verdad; simplemente, planteé algunas vías, 
pero existen otras que podrían ser de interés. Aclaro que no estoy de acuerdo con la cartera de tierras, pero si el Estado y esta ley 
van a crear una cartera de tierras, entonces debe preverse un mecanismo de alquiler de esas tierras, tal como se hace en Hong 
Kong, por poner un ejemplo. No estamos inventando mecanismos, pero si vamos a hacer esto, entonces propongamos 
mecanismos sensatos para ello. 


Por otra parte, entiendo -aunque no soy jurista- que lo que dice acá no es suficiente como iniciativa del Poder Ejecutivo para crear 
los tributos que puedan capturar ese valor agregado por la planificación. Me refiero a esto y a lo que luego se repite en el artículo 
26, donde se dice en forma muy escueta -pero verán que es lo mismo- que todos los planes de ordenamiento territorial deberán 
prever mecanismos de compensación de las desigualdades, atribuciones de beneficios y cargas que eventualmente generen. O 
sea que se está repitiendo lo mismo, pero no se están creando los mecanismos pertinentes. Pienso que cuando hablamos de valor 
de las propiedades, no se lo puede hacer en el aire. Eso es imposible y no nos lleva a nada. 


En cuanto a la última parte, tengo una observación algo menor. Se dice que únicamente podrán ser objeto de fraccionamiento con 
destino a urbanización aquellos inmuebles que se encuentren incluidos en las zonas definidas en los planes como de expansión 
urbana o en la categoría de zona urbanizable. Esto es obvio, al igual que la construcción de edificios de altura en zonas donde no 
está prevista. De todos modos esto no es muy importante. 


Considero que los puntos que he señalado exigen un tratamiento diferente. Quizás haya otros mecanismos mejores que los que 
propongo -hasta ahora no los he visto- para capturar el valor que agrega la planificación, y estoy absolutamente abierto a 
escucharlos, a verlos y a decirlos. 


Lo que yo propongo -y que veremos cuando lleguemos al punto- son mecanismos financieramente neutros para los promotores 
urbanos, lo cual me parece una cosa extraordinariamente importante, porque no afectan los flujos de inversión. Por ejemplo, si el 
Estado va a tener tierras, no tengo ningún inconveniente en que se creen mecanismos de alquiler de ellas, como ocurre en Hong 
Kong. Pero eso tiene que estar escrito. 


Por otro lado, no sé si hay que hacer referencia alguna a estas compensaciones, porque tenemos la Ley de Expropiaciones que 
nos indica todos los casos que hay que compensar cuando se crean perjuicios. Por lo tanto, yo no quisiera seguir agregando a la 
lista cosas, salvo que se demuestre que estamos creando nuevos perjuicios no previstos en la Ley de Expropiaciones. Esto es muy 
peligroso. 


Por consiguiente, con relación a este artículo hay que, digamos, sacar la lupa y pensar muy bien antes de avanzar. 


SEÑOR ACUÑA.- Tengo entendido que hacia mediados de agosto el Ministerio elevó una propuesta de nuevo texto. 
Concretamente, se trata de modificaciones con respecto a los artículos 4%, 9% -que es del que estamos hablando- 11, 12, etcétera, y 
además propone que desaparezcan algunas disposiciones de la iniciativa del Poder Ejecutivo que está a estudio aquí en el 
Parlamento. No tengo en mi poder este texto. 


SEÑOR VILLEGAS.- Pero fue repartido. 
SEÑOR ACUÑA.- De cualquier manera, no lo tengo en este momento. 


Sé que el artículo 9% se redujo bastante en esa propuesta, que el 5% desaparece o, mejor dicho, se propone que no aparezca, 
etcétera. 


Quiere decir, entonces, que hay un nuevo aporte del Ministerio que capaz permite superar las objeciones que se han hecho con 
respecto a lo que dispone la iniciativa del Poder Ejecutivo. Ahora bien, esto no supone que el referente base nuestro sea la 
iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo o, como me acotan, la única presentada. 


He hecho estos comentarios a los efectos de que se tengan presentes estos aportes. 


SEÑOR BERRUTI.- De alguna manera, y exclusivamente respecto del trabajo, de esta Asesora, siempre vamos a tener en cuenta 
el Mensaje del Poder Ejecutivo. Ahora, el Ministerio podrá o no cambiar el texto en su totalidad; pero lo que está encima de la mesa 
de la Comisión de Vivienda del Senado es el Mensaje del Poder Ejecutivo. O sea que si ustedes, como asesores, toman en cuenta 
la anulación de algunos artículos que el Ministerio propone, perfecto, pero el trabajo final que se le va a ir entregando en forma 


paulatina a la Comisión de Vivienda, será el comparativo con el Mensaje original del Poder Ejecutivo y después vendrán todas las 
proposiciones que ustedes realicen. 


SEÑOR SIENRA.- Pregunto si ese texto ha sido incluido también en la versión taquigráfica. 
SEÑOR BERRUTI.- No. 
(Dialogados) 


Aclaro que el Ministerio ya ha hecho tres modificaciones, y yo ya le dije al doctor Souto que lo que vale para la Comisión es el 
Mensaje del Poder Ejecutivo. Entonces, si el delegado del Ministerio considera que lo tiene que cambiar, simplemente tendrá que 
alcanzarme un disquete en el que incluya esas modificaciones para que yo las incorpore al costado del Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR VILLEGAS.- En algún papel que hice -de esos que he hecho tantos- proponía lisa y llanamente la eliminación de los 
artículos 9 a 11". 


La excepción hecha en el segundo párrafo del artículo 9* refiere a las viviendas de los productores agropecuarios y construcciones 
directamente afectadas a la actividad agropecuaria primaria. Aún sin saber lo que es primario -como decía mi colega- creo que este 
es un riesgo enorme porque, pregunto, ¿qué es la vivienda de un productor agropecuario? ¿Una vivienda de 100 metros cuadrados 
o una de 500 ó 2.000 metros cuadrados? Sé que hay productores agropecuarios que tienen "bruta casa" y, acaso, ¿no tienen que 
registrar sus planos, cumplir las normas de higiene y pagar derechos? Claro que sí. Esto con respecto a las viviendas. 


Ahora bien, en lo que tiene que ver con la industria directamente ligada a la agropecuaria puede haber, por ejemplo, una batería de 
200 silos, un molino o una industria de elaboración importante. Esas industrias generan edificios de valor y es lógico que si tienen 
que pagar, paguen. Cuánto deberán pagar, no sé, pero por lo menos tiene que quedar registrado que deben cumplir con las normas 
municipales, con las normas de higiene, con las normas de seguridad, etcétera. 


En resumen, no es posible que este inciso del artículo 9% pueda pasar inadvertido. 


SEÑOR SIENRA.- Quiero hacer notar dos cosas. La primera, que en el departamento de Maldonado, por ejemplo, la normativa 
municipal exige que toda construcción, incluyendo las viviendas de los productores agropecuarios en el área rural tiene que pedir 
autorización a la Intendencia si el predio está ubicado al sur de la Ruta 9. Esa es una incorporación más o menos reciente. Aunque 
la norma lo exija, no quiere decir que estemos haciendo a rajatabla de policía de la construcción con respecto a eso, pero sí que 
nuestra normativa exige, repito, que toda construcción al sur de la Ruta 9 en área rural, debe tener permiso de construcción. 


La segunda cosa que quiero hacer notar tiene que ver con un concepto que también hemos incorporado en la normativa de 
construcción y de fraccionamiento de Maldonado y que, de alguna manera, algunas leyes que el Parlamento aprobó también 
reconocieron el mecanismo, así como la Ley de Contaminación Acústica, que está a su consideración. Se trata de que la normativa 
de la Intendencia Municipal de Maldonado dice, con toda claridad, que aquellas construcciones o fraccionamientos que requieran 
permiso del Poder Ejecutivo, por ejemplo, en materia ambiental porque están en la costa, etcétera, además deben obtener el 
nuestro. Si no se ajustan a nuestra normativa, no lo otorgamos aunque el Poder Ejecutivo haya dado el suyo. Me parece que este 
es un concepto importante y que debe ser incorporado en esta ley. 


Hay competencias concurrentes en cuanto a que se ejercen en el mismo padrón, en el mismo predio, pero sobre todo en materias 
complementarias o con exigencias mayores, y es fundamental que eso se mantenga en esta y en las demás normas. 


Por consiguiente, lo que acaba de mencionar el arquitecto Villegas con relación a la autorización como, digamos, un cheque en 
blanco para las áreas rurales, es absolutamente inadmisible y crea problemas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Tengo perfectamente presente el caso de un señor -cuyo nombre recuerdo pero no voy a citar aquí- que está 
construyendo al fondo de la Laguna del Sauce una casa brutal, una especie de mansión fortificada. 


No conozco esa casa, pero la he visto de lejos, además sé que no se hizo con los permisos correspondientes. 


Por otro lado, en el norte de la Laguna del Sauce también hay una vivienda tremenda, con puerto incluido -tengo fotografías- cuya 
construcción tampoco pasó por las oficinas de la Intendencia Municipal. 


De modo que, en mi opinión, por este camino estamos generando autorizaciones para que las leyes municipales de higiene, 
seguridad, etcétera, puedan ser burladas y eso no puede admitirse. 


SEÑOR SIENRA.- Personalmente, comparto el criterio que expuso el arquitecto Villegas en cuanto a que estos artículos deben ser 
eliminados. Pienso que no producen nada y que, además, crean problemas. Este artículo que estamos considerando ya fue 
abordado cuando analizamos el tema de propiedad, compensaciones y demás. Por su parte, el artículo 10%, a mi entender, es la 
negación del ordenamiento territorial, pues las obras importantes quedan fuera de permiso. Además, exige el permiso a 
determinadas obras por cuanto expresa que tienen que tener el permiso de los Gobiernos Departamentales, lo cual es absurdo. 
Concretamente esta disposición expresa que las obras serán autorizadas por el Gobierno Departamental respectivo mediante el 
otorgamiento del permiso de construcción o el que fuere pertinente. Reitero, que eso es un absurdo, ya que si una obra está 
prevista en un plan nacional, el que tiene que dar la autorización de construcción es el organismo que hizo el plan en el que está 
enmarcada dicha obra. De modo que si es un plan nacional, el que tiene que dar el permiso es el organismo nacional y no el 
municipal. Me refiero, por ejemplo, a la construcción de una carretera. Realmente, me pregunto cómo podemos incluir este tipo de 
conceptos que lo único que aportan son complicaciones. Por otro lado, al final, terminamos diciendo que las obras importantes no 
tienen que ajustarse a ningún tipo de planes y simplemente se comunican. En verdad, creo que este artículo equivale a establecer 
que se trabaje en la ley, pero después hagan lo que les da la gana. Pienso que el mundo civilizado no funciona de esa manera. 


Por lo tanto, sin ningún tipo de dudas creo que lo mejor que se puede hacer es lisa y llanamente eliminar este artículo. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quisiera hacer una aclaración. Estos artículos, cuyo alcance no acabo de comprender totalmente ya que 
refieren a un tema de filosofía del Derecho, me parece que han sido agregados inútilmente, excepto lo que mencionaba con 
relación a las construcciones para explotaciones rurales. Tengo presente que cuando se establece la represa de Salto Grande se 
expropiaron y se trasladaron pueblos enteros como los de Belén y Constitución; concretamente, Belén se reedificó. Esas obras no 
pueden haber sido autorizadas por el Gobierno Departamental, porque son obras de tipo nacional, o sea, de mayor jerarquía. 
Desde luego, el Gobierno Departamental tiene que estar informado ya que son obras que afectan al territorio y deben ser 
comunicadas y registradas, pero ello no significa que pueda plantear objeciones. 


Entonces, sé que hay conflictos y problemas de todo tipo; sé también que el caso de la represa es muy particular, pero lo cierto es 
que se han ido resolviendo y, precisamente, no con permiso municipal. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Sobre el tema de las construcciones del productor rural, me parece que puede ser compartible lo que dice el 
arquitecto Sienra en el sentido de que deben estar sujetas a permiso de construcción. También creo que puede ser igualmente 
compartible lo que agrega el arquitecto Villegas en cuanto a que no sólo hay que preocuparse de las construcciones que se van a 
realizar, sino también de aquellas construcciones testimoniales que puedan existir en el establecimiento, las cuales no pueden ser 
demolidas o modificadas a gusto de quien esté a cargo de dicho establecimiento. 


De todos modos, antes de seguir adelante, quiero decir que si se elimina totalmente del proyecto este artículo y no se redacta otro, 
en los hechos, se va a seguir trabajando como se ha hecho hasta ahora, o sea, el productor rural construye su vivienda sin solicitar 
permiso de construcción. Tan es así que todos los cascos de estancias del Uruguay están hechos sin permiso de construcción y, 
como escribano, puedo decir que no existe ninguna norma que nos obligue a controlar si se ha tramitado tanto ese permiso como el 
aporte a la Seguridad Social por la construcción de que se trate. Es más, en la Facultad de Derecho, respecto a las construcciones 
en los establecimientos rurales, siempre se ha enseñado que lo que se declara es que han sido realizadas con mano de obra del 
establecimiento. Realmente es una constancia casi risible, porque nunca es así; en todo caso, es una manera de decir que el que 
trabajó allí estaba amparado por la Seguridad Social rural. 


Por lo tanto, volviendo al tema, pienso que debe tenerse cuidado si se elimina este artículo porque de ser así seguiría rigiendo el 
mecanismo actual, según el cual no es necesario ni permiso ni autorización. Entonces, si se quiere avanzar en ese tema, pienso 
que habrá que redactar un artículo sustitutivo con el debido cuidado en el que se exprese qué se va a exigir para la construcción 
rural y ante quién se va a tramitar y bajo qué condiciones. Concretamente a lo que apunto es a que después no tengamos en 
contra de la norma a todos los gremios rurales para lo cual, por supuesto, habrá que trabajar junto con ellos y analizar todas las 
circunstancias. 


SEÑOR SIENRA.- Me voy a remitir a la experiencia del departamento de Maldonado, en donde hemos tenido una enorme presión 
para algunos tipos de construcciones en áreas rurales relacionadas con el turismo rural. Por ejemplo, hubo un caso en un 
establecimiento donde se empezó a hacer habitaciones y baños para alojamiento, o sea, tipo hotelería rural. En todos los casos, en 
cualquier parte de Maldonado, hemos exigido permiso de construcción. A veces, se han planteado conflictos importantes y puedo 
recordar, por ejemplo, un caso que ocurrió en Punta Ballena, en un establecimiento agropecuario, donde se empezó a construir una 
casa. Esa gente se negaba totalmente a presentar permiso pero, al final, ante la presión y las amenazas de juicio, terminaron 
construyendo con el permiso correspondiente. 


En nuestro caso establecimos en la normativa que toda actividad que no fuera la clásica agropecuaria, la tradicional de cría de 
ganado o de agricultura, tenía que tener permiso de actividad. Esto es válido para toda el área rural del departamento. Por otra 
parte en esos conflictos que hemos tenido con alguna persona que ha estado interesada, nadie nos ha dicho que esa normativa, 
que surge de la ordenanza municipal, no es de aplicación. Quiere decir que el marco legal actual, hasta donde yo tengo 
conocimiento, permite poner limitaciones a las actividades que se hacen dentro del territorio rural. 


Más aún; ni hablar cuando estamos encarando temas directamente relacionados con agroindustrias o industrias derivadas de 
producciones agropecuarias, porque allí la Ley de Impacto Ambiental e incluso la Ley General de Protección del Medio Ambiente, 
abren una serie de limitaciones. Me parece que si no se dice nada y se sigue actuando como hasta ahora, no tendría por qué haber 
problemas. Capaz que hay actividades en las que aparece algún tipo de conflicto, pero creo que si hay una disciplina de controlar y 
de no otorgar permisos a lo que es contaminante y que no se presenta en la debida forma a nivel del Estado, no habría mayores 
inconvenientes. 


No tengo ninguna duda que tal como está redactado este texto, presenta errores garrafales. Si lo eliminamos totalmente, creo que 
el marco jurídico en el que estamos viviendo, tiene exigencia y flexibilidad como para ir aplicando las normativas que uno requiere 
para evitar contaminaciones y perjuicios importantes. 


SEÑOR VILLEGAS..- Ultimamente he estado en contacto con un caso muy particular que refiere a este tema. 


En el Plan de obras de la megaconcesión, entre otras cosas, se incluye la construcción del puente sobre la laguna Garzón, que se 
va a costear con un peaje que se crea sobre la Ruta N* 9 en el límite de los departamentos de Maldonado y Rocha. El tema de este 
puente es viejo, fue debatido y muy taimadamente planteado. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha querido incluir este 
aspecto en varias oportunidades. Me acuerdo que siendo Director Nacional de Ordenamiento Territorial, concurrimos con el señor 
Ministro Romay a una audiencia con el entonces Presidente Lacalle para explicarle por qué nunca debería construirse el puente. 
Sin embargo, el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas lo incluye en reiteradas oportunidades, iniciativa que no prosperó 
gracias a nuestra intervención. Ahora agrega este aspecto en la megaconcesión. Aclaro que este es un tema típicamente de 
ordenamiento territorial, en el que está involucrado el futuro de las zonas balnearias, según dónde se instale el puente. Esto lo 
hemos dicho más de doscientas veces y queremos seguirlo haciendo. Pensamos que eso no se puede tolerar. Inclusive, en la nota 
que mandé a los diarios con respecto a esto -aún no la he visto publicada- digo que si este proyecto de ley estuviera aprobado, ese 
asunto sería inmediatamente rechazado. 


Entonces, cuando se dice que el proyecto de ley del Poder Ejecutivo establece que la construcción de rutas nacionales no tienen 
nada que ver con este tema, no es tan así. Las rutas nacionales cuando afectan al territorio departamental -y en este caso lo harían 
de una manera muy importante tanto en el departamento de Maldonado como en el de Rocha- se deben hacer en acuerdo y en 


conocimiento de los Gobiernos Departamentales. Y estos, en este caso, se oponen, pero el Gobierno Central, quiere hacerlo por la 
presión de una serie de personas, cuyos nombres puedo dar, pero ahora no vienen al caso. 


Creo que es un tema importante de ordenación territorial que quería traer a esta Comisión, en oportunidad de conversar sobre 
estos artículos, porque me parece que si no estaríamos haciendo un trabajo absolutamente inútil. Si las cosas importantes no se 
tratan y se debate sobre ellas, haciendo llegar las opiniones a quien corresponda, nuestro trabajo es inútil. 


SEÑORA PEREIRA.- Simplemente, deseo hacer una mera acotación. Comparto plenamente lo que dice el arquitecto Villegas, que 
no hace más que mostrar la misma voluntad que exhibió el arquitecto Sienra. 


La redacción del inciso final del artículo 10 expresa: "Comunicar al Gobierno Departamental con una anticipación razonable a su 
ejecución." No estamos de acuerdo con este texto porque el Gobierno Departamental debe actuar en forma totalmente coordinada. 
Aquí, en este artículo, simplemente, se le daría una comunicación en un plazo razonable, previo a la ejecución. 


SEÑOR SIENRA.- Quiero hacer notar que en el Uruguay, en primer lugar, tendría que estar el Plan de Ordenamiento Territorial y 
luego los Planes Sectoriales de Obra Pública, para instrumentar el primero. Por último, estarían los proyectos de ejecución de 
carreteras, puentes, puertos, aeropuertos, etcétera. Hay que asegurar que ese mecanismo funcione por medio de esta ley. Sin 
embargo, este no es el mecanismo que utiliza el país. Si alguien cree que hacer una obra pública en algún lado implica desarrollo 
para una zona, trata de convencer al señor Ministro, al Diputado y a la gente de que hay que realizarla. La obra pública en el 
Uruguay, en su mayor parte, está hecha así; diría, a los ponchazos. Se trata de obras impulsadas por uno o varios vecinos que 
tienen interés en que ellas se promuevan, como el puente que mencionaba el arquitecto Villegas, que no es el único caso. Eso 
tampoco queda claro con la redacción que tiene este artículo, porque no se especifica que las obras públicas nacionales tienen que 
estar previstas en los planes de ordenamiento territorial del país. 


Precisamente, esta tendría que ser la médula de este proyecto de ley: ordenar la obra pública. Además -quiero llamar 
poderosamente la atención sobre esto- ahora que en la prensa se está hablando de una reforma política y de la eliminación de 
Ministerios, está previsto pasar los planes de ordenamiento territorial -sobre los cuales luego deberían ajustarse los planes y las 
obras sectoriales- al ámbito de ejecución sectorial, razón por la cual, quizás, estaríamos hoy perdiendo el tiempo. 
Conceptualmente, es una barbaridad que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas realice los planes; eso no funcionó en 
ninguna parte del mundo ni en el Uruguay. Se han cometido errores grotescos cuando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
hacía los planes de ordenamiento territorial; basta ver la carretera costera, por ejemplo, la Ruta N* 10, que no afectó a más playas, 
de casualidad. Ese concepto tendría que ser pensado exactamente al revés. Primero hay que hacer el plan y luego, en el plan 
general, los organismos que efectúan los planes sectoriales tienen que ajustarlos al plan general. Quien hace el plan general, tiene 
que aprobar el plan sectorial y establecer qué obras se ajustan al plan general. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR VILLEGAS.- Particularmente, y para información del señor Vázquez, quiero señalar que he estado discutiendo este asunto 
con el doctor Leiz la semana pasada durante poco más de una hora. Naturalmente, no nos hemos puesto de acuerdo porque 
nuestras opiniones son muy encontradas. Por eso actúo de tal manera. No vengo a defender el proyecto de ley enviado por el 
Poder Ejecutivo, sino a dar una opinión personal sobre los temas que estamos tratando. El doctor Leiz me dijo: "Tú tenés derecho a 
Opinar lo que te parezca bien; a favor o en contrario." En ese sentido, es que estoy presente, ya que de otro modo no lo haría. 


Quiere decir, pues, que está aclarado por qué no nos ponemos de acuerdo los representantes del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR BERRUTI.- Continuaremos con el articulado el próximo lunes 7 de octubre. 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


